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El fiscal pide que se
tome declaración, entre
otros, al actual
secretario general de
Calidad de la Consejería
de Salud
:: JOSÉ R. VILLALBA
jrvillalba@ideal.es

GRANADA. Gabriel Pérez Cobo,
consejero delegado de la Escuela An-
daluza de Salud Pública –EASP– has-
ta septiembre de 2008, y Juan Ma-
nuel García Fernández ex gerente
de esta institución pública, depen-
diente de la Consejería de Salud,
aparecen como denunciados en un
delito de corrupción en las transac-
ciones comerciales internacionales
denunciado por la fiscalía provin-
cial ante un juzgado granadino. El
Ministerio Público también consi-
dera necesario que se tome declara-
ción a José Luis Rocha, actual secre-
tario general de Calidad y Moder-
nización de la Consejería de Salud
y en su día responsable de la Con-
sejería de Salud en la EASP, Joaquín
Carmona ex consejero delegado de
la EASP, Luisa Lorenzo, ex gerente
de la EASP, y Sandra Pinzón, perso-
nal de la EASP.

Los hechos denunciados por la
fiscalía provincial se remontan al
30 de junio de 2007, cuando un ex
directivo de la EASP responsable de
la delegación en Uruguay de esta
empresa pública de la Junta de An-
dalucía denunció que la Escuela con-
trató a dos funcionarios argentinos,
Carlos Laje y Enrique Rozenblat,
para lograr un proyecto sanitario en
Argentina que ejecutó en 2006 y
2007, así como otros más vincula-
dos con el país andino. El Ministe-
rio Público ve indicios de responsa-
bilidad penal en los dos denuncia-
dos, sin descartar que en la fase de
instrucción se pueda «ampliar» el
abanico de personas implicadas en
la trama. Gabriel Pérez Cobo es di-
rector actual de investigación en la
empresa pública del Hospital Cos-
ta del Sol, mientras que Juan Ma-
nuel García Fernández , no trabaja
en la actualidad en la Administra-
ción pública.

En el relato de los hechos, el Mi-

nisterio Público mantiene que los
dos funcionarios argentinos supues-
tamente ‘sobornados’ por la EASP
en marzo de 2006 tenían como «fi-
nalidad primordial» que los dos or-
ganismos públicos del país andino
responsables de adjudicar los pro-
yectos –ACIF y PROAPS– seleccio-
naran a la Escuela Andaluza de Sa-
lud Pública frente al resto de com-
petidores. De hecho, el ex director
de la delegación de la EASP en Uru-
guay y denunciante del caso ante la
fiscalía provincial, José Castro Sán-
chez, declara que los dos funciona-
rios argentinos «no realizaron las
funciones» que oficialmente tenían
asignadas, y la misión de ambos era:
«conseguir adjudicaciones de estu-
dios para la EASP, por parte de or-
ganismos públicos argentinos», se-
gún consta en la denuncia presen-
tada por la fiscalía provincial.

Cien mil euros
La Escuela de Salud Pública firmó
los dos contratos con estos funcio-
narios en Granada, el 10 de marzo
de 2006; en octubre de 2006 ya le
había sido adjudicado el contrato
Estudios de la «Evaluación de la Ca-
nasta Básica de Prestaciones» por
valor de 100.000 euros para desa-
rrollar en Córdoba, Argentina. So-
bra decir, que los dos funcionarios
formaban parte del equipo respon-
sable de adjudicar este proyecto. Ese
mismo mes de octubre, la EASP
nombra a José Castro Sánchez di-
rector de la nueva oficina abierta en
Montevideo y de la cual dependían
estos dos funcionarios, que apare-
cían por allí solo cuando se acorda-
ban. Casi nunca.

Cuando llegó el momento de re-
novar el contrato a estos dos funcio-
narios, la dirección de la EASP se
mostró favorable a hacerlo, pero
el director de Uruguay dijo que no
y se lo comunicó personalmente a
a Carlos Laje uno de los dos funcio-
narios argentinos. «Me expuso que
el contrato que me había negado a
renovar formaba parte del acuerdo
alcanzado con la EASP para selec-
cionar a la Escuela para el proyecto
de Evaluación de la Canasta Básica
y de otros futuros proyectos. Vien-
do que este acuerdo se veía frustra-
do me exigió, a modo de comisión,

:: J. R. V.
GRANADA El Banco Interame-
ricano de Desarrollo, BID, sancio-
nó por la vía administrativa a la
Escuela Andaluza de Salud Públi-
ca, EASP, inhabilitándola hasta
2013. Para llegar a esta sanción ha
demostrado que existieron accio-
nes corruptas, de las cuales la
EASP ha tenido oportunidad de
defenderse, aunque sin éxito, a
tenor de la sanción recibida. Uno
de los documentos que obra en
poder del BID demuestra cómo el
funcionario argentino Carlos Laje,
contratado por la EASP, tuvo una
reunión con personal de la Escue-
la de Salud Pública en Buenos Ai-
res el 21 de mayo de 2006 para in-
formarle de que la EASP había ob-
tenido 92 puntos frente a los 80
de otra empresa en la fase de lici-
tación del proyecto «Canasta de
Prestaciones Curativas». No pa-
saría nada si esa información no
se hubiera hecha pública oficial-
mente hasta el 20 de julio de
2006, tal y como ocurrió. Es de-
cir, la dirección de la EASP contra-
tó a los dos funcionarios argenti-
nos en marzo de 2006, en mayo
de ese año estos dos funcionarios
ya habían informado de que la
EASP había sido la adjudicataria
de un contrato cuya resolución
no estaba prevista hasta julio de
2006. Y no solo eso, sino que en
ese mismo mes de mayo los dos
funcionarios argentinos junto a
personal de la EASP de Granada
ya comenzaron a trabajar en la es-
trategia para ejecutar el proyecto
adjudicado. En ese plan de acción,
se contaba con la contratación de
otra empresa argentina, Salcedo
Pascolo, para desarrollar el traba-
jo de campo en la ciudad argenti-
na de Córdoba. Los dos funciona-
rios argentinos exigieron en el
plan de acción que se presupues-
tara «un viaje mensual a Monte-
video desde Argentina», así como
«viajes de exploración de merca-
dos en Paraguay y Colombia». Ga-
briel Pérez Cobos ex consejero
de la EASP, Luisa Lorenzo, ex ge-
rente de la EASP y José Luis Ro-
cha, consejería de Salud, estaban
informados de estas prácticas
por el denunciante del caso.

La Escuela sabía
dos meses antes
que le darían el
contrato

La fiscalía denuncia a dos ex altos
cargos de la EASP por «corrupción»

el pago del equivalente de su con-
trato», así consta en la denuncia pre-
sentada por el ex directivo de la
EASP ante el Banco Interamerica-
no de Desarrollo, BID, responsable
de financiar el proyecto. Esta en-
tidad de crédito americana, partici-
pada por 48 países, ha «inhabilita-
do» a la Escuela de Salud Pública a
no recibir ni un euro hasta 2013 en
los proyectos financiados por este
organismo, y extiende la sanción a
los dos funcionarios argentinos
quienes no podrán participar en nin-
gún proyecto financiado por el BID
hasta el 2015.

Enrique Rozenblat y Carlos Laje

cobraban cada uno y por año 6.000
euros de la EASP. La fiscalía antico-
rrupción del país argentino mantie-
ne abierta otra investigación por
este caso.

La EASP se vio obligada a rescin-
dir el contrato de de estos dos fun-
cionarios pese a que el entonces con-
sejero Gabriel Pérez quería renovar-
les, pero acto seguido despidió al di-
rectivo que dirigía la Escuela de Sa-
lud Pública en Uruguay, quien des-
tapó este caso de corrupción. Por
cierto, un despido improcedente
como quedó aclarado en el juzgado
y por el que tuvo que indemnizar a
José Castro.


